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Como se evidencia, por parte del actor y frente a las decisiones que le han resultado adversas ha hecho uso de los recursos con los cuales contaba para que por parte de la UNP se profiriera una decisión que le fuera favorable, pero no obstante que la última determinación adoptada por la UNP no consultó sus intereses, tal circunstancia no amerita predicar que se trasgredieron sus derechos fundamentales.

Y es que para la Colegiatura, no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, máxime que lo decidido por la UNP en el sentido de revaluar el esquema de seguridad obedeció a un imperativo legal, como así lo expresa el parágrafo 2° del artículo 2.4.1.2.40 del Decreto aludido, el cual dispone: “El nivel de riesgo de las personas que hacen parte del Programa de Protección será revaluado una vez al año, o antes si existen nuevos hechos que puedan generar una variación del riesgo”. Así las cosas, ese proceder no puede dar lugar a que se aprecie una vulneración de derechos fundamentales, ya que no obstante aducir que se vulneró el debido proceso administrativo en tanto no se le enteró de la decisión que finalizó las medidas de protección, lo que se advierte es que el interesado sí fue debidamente enterado y ello ameritó precisamente que interpusiera en tiempo el recurso de reposición contra la Resolución 1384 de 2018, como único que procedía ante tal pronunciamiento.

(…)
Al haber disminuido el nivel de riesgo del señor DUVERNEY MOSQUERA, al pasar de “extraordinario” a “ordinario”, era comprensible que la entidad diera por culminada la protección que en un primer momento se le ofreció, con fundamento en que en una tal condición se encuentra la mayoría de la población por el mero hecho de vivir en sociedad, y ello implicaba desde luego la imposibilidad de conceder medidas especiales de seguridad. 
(…)

Así que, si en criterio de la UNP no existen factores de peligro “extraordinarios” que pongan en riesgo la vida del accionante, entonces los mecanismos ordinarios que prevé el ordenamiento legal se deben tener como idóneos y eficaces. Sea como fuere, por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa el interesado podrá hacer uso de la medida preventiva de suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin consiste en solventar las posibles demoras presentadas como consecuencia del trámite normal del proceso. El artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente: “La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.
Así mismo, tampoco aprecia la Corporación la existencia de un perjuicio irremediable con la decisión proferida por la UNP, que -se repite- estuvo acorde con el estudio técnico realizado. Y queda pendiente la posibilidad de una revaluación del caso de llegarse a generar situaciones sobrevinientes que pongan en serio peligro su vida o su integridad física dada su condición de líder social y defensor de los derechos humanos.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor DUBERNEY MOSQUERA GIRALDO frente al fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Unidad Nacional de Protección -en adelante UNP- y el Ministerio del Interior.
2.- DEMANDA 

El extenso escrito de tutela allegado por el ciudadano MOSQUERA GIRALDO se puede sintetizar de la siguiente manera:
-  Al ser dirigente social, formador de formadores para la organización comunal, líder comunitario, defensor de derechos humanos, integrante de la mesa de víctimas y Presidente de la Organización SOPOLJUBIR, recibió amenazas por las cuales se le otorgaron medidas de protección en el año 2016, las que continuaron, habiéndose generado el último evento en septiembre 1° de 2017, cuando un sujeto armado irrumpió en una reunión a la cual asistiría, con el fin de asesinarlo, pero al no encontrarlo huyó del lugar.

- Por sus labores de capacitación en las Juntas de Acción Comunal (en adelante JAC). asociaciones y federaciones vulnerables, así como hacer parte de las mesas de víctimas donde representa población desplazada y reclamante de tierras, debe estar en diferentes actividades en diversos municipios del Departamento, y al solicitar la revaluación de su esquema de seguridad la UNP por medio del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas -CERREM- solo ha tenido en cuenta su actividad en organizaciones comunales, pero no los hechos acaecidos en septiembre 01 de 2017, ya que el investigador analista confunde al CERREM, en cuanto no solo es un líder comunal sino que también es defensor de derechos humanos y representante de víctimas, por lo cual conforme al Decreto 1066/15 debe ser objeto de especial protección. Lo anterior, añade, llevó incluso a que su escolta renunciara al cargo.

- Al culminarse el año por el cual se le había asignado su esquema de seguridad, la UNP por medio del CERREM hace un estudio de nivel de riesgo el cual arrojó “ordinario”, sin darle explicaciones al respecto, máxime que no ha solicitado levantamiento del esquema, y por el contrario pidió que fuera ajustado por el riesgo inminente que corre su vida, y pese a que interpuso recurso de reposición y apelación, ambos le fueron negados, con lo cual se vulnera el debido proceso al no darle a conocer la motivación para adoptar tal decisión.

- Contrario a lo referido por radio y prensa, frente a la no presencia de la organización “Cordillera”, existen 54 grupos al margen de la ley que disputan territorio y eso incrementa su riesgo ya que por su labor no han podido montar el esquema delincuencial en los barrios, con lo cual se convirtió en un obstáculo para ellos, y a consecuencia de ello reclama que se le amparen sus derechos a la vida digna, seguridad, integridad personas, debido proceso, y se le ordene a la UNP y al Ministerio del Interior la prórroga y el refuerzo de las medidas de seguridad o se le concedan otras para evitar el riesgo con ocasión de sus funciones como líder social y defensor de derechos humanos, y se le asigne un vehículo para transporte y otro escolta.

Pide que se garantice su derecho fundamental a la seguridad personal y al debido proceso administrativo y en consecuencia: (i) se le brinde protección a cargo del Estado; y (ii) se reactive y refuerce su esquema de seguridad para garantizarle su derecho a la vida, libertad e integridad personal, así como el adecuado uso de los recursos públicos.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho a quo admitió la demanda de tutela y ordenó correr traslado a la UNP y a los Ministerios del Interior y de Justicia, quienes se pronunciaron de la siguiente manera:
- La Directora de Derechos Humanos del Ministerio del Interior pide su desvinculación del trámite por falta de legitimidad por pasiva, al no corresponderle adelantar ninguna gestión frente a las pretensiones del actor, ya que lo relativo a los esquemas de protección le fue trasladado a la  UNP desde noviembre 1° de 2011 y por ende dicha cartera solo presenta recomendaciones sobre las medidas de seguridad a adoptar, ya que la UNP tiene responsabilidad exclusiva para definir las medidas y la manera como se implementan y operativizan los esquemas de seguridad, siendo tal entidad la que en el ámbito de sus competencias, puede atender la tutela.
- El Director Jurídico del Ministerio de Justicia señala que dicha cartera no ha vulnerado derecho fundamental alguno ante la existencia de falta de legitimación por pasiva, por cuanto mediante la Ley 1444/11 se escindió el otrora “Ministerio del Interior y de Justicia”, dividiéndose en dos, denominados Ministerio del Interior y Ministerio de Justicia y del Derecho. Así mismo la UNP es una entidad adscrita al Ministerio del Interior y por ende la entidad que representa no tiene relación jerárquica alguna con esta dependencia y mucho menos se evidencia en la tutela que el Ministerio de Justicia haya vulnerado o amenazado derechos fundamentales del actor, máxime cuando los hechos que generaron la tutela no fueron causados por esa cartera ministerial.
- La información suministrada por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UNP, se puede resumir de la siguiente manera: (i) todos los hechos narrados por el actor han sido considerados en los estudios de nivel de riesgo, y luego de hacer alusión a las evaluaciones efectuadas durante los añps 2016, 2017 y 2018 se evidencia que los presuntos hechos ocurridos en septiembre 01 de 2017 sí fueron tenidos en cuenta dentro en febrero de 2018, manteniéndose la matriz de riesgo como “ordinario”, y por ello el CERREM recomendó finalizar las medidas de protección aprobadas por resolución 8434 de diciembre 01 de 2017 y ello motivó la expedición de la Resolución 1834 de febrero 18 de 2018, frente a lo cual interpuso recurso de reposición, el que fue resuelto por Resolución 3236 de mayo 07 de 2018 en cuyo acto se dispuso remitir al grupo de solicitudes lo actuado para que determinen si las situaciones aludidas en el escrito de reposición pueden dar lugar a la iniciación de una nueva ruta de protección; además, al ostentar un riesgo “ordinario”, no comporta obligación de implementar medidas de seguridad; (ii) las aseveraciones contra al personal de la UNP no solo son irrespetuosas sino temerarias e infundadas, al inmiscuirse en la competencia de la autoridad administrativa, sin que sea menester del accionante definir, según su criterio personal, cual es el procedimiento que debe seguir la UNP para adelantar su estudio de riesgo, el cual le corresponde a un técnico especializado, por lo que el actor no puede desconocer el marco legal del programa de protección al pretender por vía de tutela pasar por alto las autoridades administrativas; (iii) las situaciones que originaron el nivel de riesgo extraordinario no se perpetúan en el tiempo y por ello la unidad realiza una revaluación anual del riesgo a los beneficiarios del programa para conocer si las circunstancias variaron, se mantienen o aumentan, y en este caso fue ponderado como “ordinario”, que no comporta la obligación de implementar medidas de protección, máxime que estas no pueden otorgarse sin un título jurídico, por lo que el accionante debe agotar nuevamente la ruta de protección; (iv) todas las decisiones de la UNP se encuentran ajustadas a derecho y el caso del actor fue atendido conforme al Decreto 1066, y si las medidas fueron levantadas en su caso, ello lo fue con fundamento en la valoración de sus riesgos y las decisiones tomadas por el CERREM; (v) la tutela no es el mecanismo idóneo para la pretensión elevada al existir un procedimiento en la UNP que debe agotarse para acceder a las medidas de protección, y con base en este se determinará si las mismas pueden proceder; y (vi) pide se declare improcedente la tutela, pero en caso contrario, se denieguen las pretensiones elevadas al no vulnerarse derechos fundamentales.

3.2- Finalizado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en junio 22 de 2018 en la que negó el amparo exigido al estimar que la entidad accionada no ha vulnerado los derechos del señor MOSQUERA GIRALDO, toda vez que la jurisprudencia constitucional prohíbe al juez de tutela cuestionar el estudio de seguridad efectuado por la UNP, máxime cuando el ciudadano puede acudir nuevamente ante la entidad  para que proceda a realizar otro estudio que les permita establecer si la continuidad de la medida de protección se hace necesaria.

4.- IMPUGNACIÓN

El actor se muestra inconforme con la decisión porque: (i) no se ajusta a los hechos y antecedentes, ni al derecho impetrado; (ii) se niega a cumplir el mandato de garantizar el pleno goce de su derecho; (iii) se funda en consideraciones inexactas; (iii) incurre el fallador en error esencial de derecho al no examinar la conducta omisiva de la UNP y el Ministerio del Interior, al basarse en “chismes de barrio” que nada tienen que ver con su caso, sin tomarse la molestia de tomar declaraciones a los testigos de los hechos de septiembre 01 de 2017.

Así mismo refiere que su escolta tuvo que renunciar al no tener la colaboración y apoyo cuando puso en conocimiento los hechos de la UNP, los cuales ponían en riesgo su vida y la suya; igualmente, la UNP utiliza una matriz para cada uno de los hechos y el líder social no solamente es estar en una JAC, sin tener en cuenta que es representante de varias organizaciones defensoras de derechos humanos, y reitera que los hechos ocurridos en septiembre 01 de 2017 eran dirigidos en su contra.

Los organismos de seguridad deben prevenir los actos y tomar acciones preventivas para evitar que se cometa el hecho para salvaguardar la vida y protección de la víctima, y si la solicita es porque los escoltas no son de lujo, sino por la necesidad a raíz de sus actividades que desempeña como líder social y defensor de derechos humanos, ya que él ha sufragado todos los gastos porque la UNP no le entregó auxilio alguno, y en la matriz utilizan en el resuelve el código que dice que se retira el esquema de seguridad por “voluntad propia” mediante escrito, cuando la realidad enseña que eso nunca ha ocurrido.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Sexto Penal  del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En este caso, el señor MOSQUERA GIRALDO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos a la vida digna, seguridad, integridad personal, y debido proceso, que considera vulnerados por parte de la UNP al retirarle el esquema de seguridad que se le había dispuesto, no obstante que es líder comunitario, defensor de derechos humanos, integrante de la mesa de víctimas, y presidente de la Organización SOPOLJUBIR, aunque la entidad en la matriz respectiva solo tuvo en cuenta que pertenecía a una JAC, pero no sus demás ocupaciones, así como tampoco los hechos que tuvieron ocurrencia en septiembre 01 de 2017, cuando un individuo intentó atacarlo con arma de fuego en una reunión con otros líderes sociales, situación que no logró concretar por no haberse hecho presente en el lugar, o lo acaecido en el edificio Torre Central cuando al parecer se fraguaba un atentado en su contra, que tampoco se logró hacer efectivo por la presencia de personas armadas de una empresa transportadora de valores.

En cuanto a los diversos niveles de riesgo relacionados con la vida e integridad física de las personas, la Corte Constitucional en sentencia T-1060/06 los ha clasificado así:

“Nivel de riesgo mínimo. En este nivel se encuentran todas las personas, por el solo hecho de nacer. El riesgo al que se enfrenta es a la muerte y a las enfermedades. 
 
Nivel de riesgo ordinario. Se trata de todos aquellos riesgos causados por el hecho de vivir en sociedad. La amenaza no es causada por factores individuales, como en el nivel anterior, sino que se produce por factores externos, tales como la acción del Estado y la convivencia con otras personas. La población que se encuentra en este nivel de riesgo no puede solicitar medidas especiales de protección, por cuanto el Estado, dentro de su finalidad, debe establecer medidas ordinarias y generales encaminadas a proteger a los asociados en relación con este tipo de riesgo. Lo derechos fundamentales que puedan verse amenazados se protegen de la manera indicada.
 
Nivel de riesgo extraordinario. Cuando la persona se encuentra en este nivel de riesgo, es necesario que el Estado adopte medidas especiales y particulares para evitar que se vulneren los derechos fundamentales amenazados […]

Nivel de riesgo extremo. Este es el nivel de riesgo más alto. En esta categoría también se ponen en peligro derechos fundamentales como la vida y la integridad personal. Para que el individuo pueda obtener una protección especial por parte del Estado en este nivel, el riesgo debe reunir las características indicadas en relación con el nivel anterior y, además, debe ser grave e inminente. Es grave aquel riesgo que amenaza un bien jurídico de mucha entidad o importancia. La inminencia se predica de aquello que o está para suceder prontamente. Así, el riesgo extremo es aquel del que se puede decir que en cualquier instante puede dejar de ser una amenaza y materializarse en una vulneración de los derechos a la vida o a la integridad personal, que son evidentemente primordiales para el ser humano”.

En este caso y de la información arrimada al dossier, se observa que en efecto por parte de la UNP en atención a lo reglado en el Decreto 1066/15, se adelantó el procedimiento establecido para el programa de protección, y fue así como se le realizaron un total de tres estudios de riesgo durante los años 2016, 2017 y 2018, evidenciándose que en una primera instancia y al realizar el estudio pertinente, el Grupo de Valoración Preliminar -GVP- de la UNP en agosto 16 de 2016 validó su nivel de riesgo como “extraordinario”, con una matriz del 53.88%, por lo cual los miembros del CERREM por acta de agosto 30 de esa anualidad recomendaron para su caso efectuar un esquema de seguridad consistente en un medio de comunicación, un chaleco blindado y un hombre de protección, por espacio de 12 meses.
Para el año 2017, el caso del señor MOSQUERA GIRALDO, a raíz de su temporalidad, fue revaluado concretamente en agosto 08 de 2017, instante en el cual el GVP validó su riesgo como “ordinario” al arrojar una matriz del 40%, lo que evidencia que disminuyó, por lo cual el CERREM recomendó finalizar las medidas de protección que le habían sido otorgadas. No obstante frente a la Resolución 5733 de septiembre 06 de 2017, el accionante interpuso recurso de reposición que fue resuelto mediante Resolución 8434 de diciembre 07 de 2017, por medio de la cual se dispuso reponer la anterior determinación apartándose la UNP de la recomendación del CERREM, y en consecuencia se ordenó mantener la seguridad con la que contaba el actor hasta analizar el resultado de su nivel de riesgo.

Finalmente, en el año 2018 el caso fue revaluado por la existencia de “nuevos hechos”, conforme lo estipula el numeral 2° del artículo 2.4.1.2.40 del Decreto 1066/15, modificado por el Decreto 567/16, y se procedió por parte del GVP en sesión de febrero 05 de 2018 a validar el riesgo como “ordinario”, al arrojar otra vez una matriz del 40.00%, a consecuencia de lo cual el CERREM recomendó finalizar sus medidas de seguridad, y se ese modo el Director General de la UNP emitió la Resolución 8434 de febrero 18 de 2018, frente a la cual el señor DUVERNEY MOSQUERA interpuso recurso de apelación que fue decidido de manera desfavorable por Resolución 3236 de mayo 07 de 2018. No obstante, en la misma se ordenó remitir al Grupo de Solicitudes de Protección dicho acto administrativo para que estableciera si las situaciones indicadas en el escrito de reposición reúnen los requisitos necesarios para iniciar una nueva ruta de protección.

Como se evidencia, por parte del actor y frente a las decisiones que le han resultado adversas ha hecho uso de los recursos con los cuales contaba para que por parte de la UNP se profiriera una decisión que le fuera favorable, pero no obstante que la última determinación adoptada por la UNP no consultó sus intereses, tal circunstancia no amerita predicar que se trasgredieron sus derechos fundamentales.

Y es que para la Colegiatura, no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, máxime que lo decidido por la UNP en el sentido de revaluar el esquema de seguridad obedeció a un imperativo legal, como así lo expresa el parágrafo 2° del artículo 2.4.1.2.40 del Decreto aludido, el cual dispone: “El nivel de riesgo de las personas que hacen parte del Programa de Protección será revaluado una vez al año, o antes si existen nuevos hechos que puedan generar una variación del riesgo”. Así las cosas, ese proceder no puede dar lugar a que se aprecie una vulneración de derechos fundamentales, ya que no obstante aducir que se vulneró el debido proceso administrativo en tanto no se le enteró de la decisión que finalizó las medidas de protección, lo que se advierte es que el interesado sí fue debidamente enterado y ello ameritó precisamente que interpusiera en tiempo el recurso de reposición contra la Resolución 1384 de 2018, como único que procedía ante tal pronunciamiento
.
Aduce el accionante que por parte de la UNP no se tuvo en consideración lo acontecido en septiembre 1° de 2017 para adoptar la decisión que le resultó desfavorable, pero debe decirse que estas sí fueron tenidas en cuenta por la UNP -como así se indicó en la respuesta a la acción constitucional-, no obstante las mismas no tuvieron la contundencia necesaria para determinar que se hacía imperativo mantener el esquema de seguridad que se le había brindado, lo cual se fundamentó en la evaluación del riesgo efectuado por los profesionales encargados de tal labor.

Al haber disminuido el nivel de riesgo del señor DUVERNEY MOSQUERA, al pasar de “extraordinario” a “ordinario”, era comprensible que la entidad diera por culminada la protección que en un primer momento se le ofreció, con fundamento en que en una tal condición se encuentra la mayoría de la población por el mero hecho de vivir en sociedad, y ello implicaba desde luego la imposibilidad de conceder medidas especiales de seguridad. Precisamente sobre ese particular la Corte en sentencia T-224/14, señaló:

“Conforme con lo expuesto, cuando un individuo se encuentra sometido a un nivel de riesgo normal u ordinario no se presenta vulneración alguna del derecho a la seguridad personal, ya que los riesgos que emanan de la existencia humana y de la vida en sociedad deben ser soportados por todas las personas. Por el contrario, cuando quiera que una persona está sometida a una amenaza concreta, bien sea ordinaria o extrema, estamos en presencia de la alteración del derecho a la seguridad personal, por encontrase en peligro la integridad física o la vida según el caso
. En estos eventos el Estado tiene la obligación de adoptar los mecanismos de protección, con el fin de amparar a aquellos individuos que se encuentran sometidos a un nivel de riesgo superior al normal, por su puesto siempre que se acrediten al menos sumariamente los hechos que permitan deducir la existencia de una amenaza real
”.
Igualmente se evidencia que la UNP adoptó la decisión aludida en acatamiento a la recomendación entregada por el CERREM al haberse restablecido las condiciones que generaron el nivel de riesgo. Incluso obsérvese que el hecho de haberse dado por culminado el esquema de seguridad que tenía el accionante, ello no implicaba que no pudiera volver a ser beneficiario del mismo, por cuanto de existir hechos sobrevinientes podría pedir a la UNP una nueva valoración del riesgo, para que verificar si le asiste o no la protección estatal, conforme así lo prevé el artículo 2.4.1.2.40 del Decreto 1066/15 adicionado y modificado por el Decreto 567/16. Todo lo dicho aunado a que la entidad por medio de la Resolución 3236 de mayo 07 de 2018 dispuso remitir copia de dicho acto administrativo para que los funcionarios competentes determinaran si las circunstancias a las que hizo alusión el señor DUVERNEY MOSQUERA en su escrito de reposición podían dar mérito para iniciar una nueva ruta de protección
.
Ahora, si bien es cierto la jurisprudencia constitucional ha señalado que las autoridades deben atender las solicitudes de seguridad elevadas cuando se requieren por diversos sujetos, entre ellos los dedicados a las actividades que ostenta el señor MOSQUERA GIRALDO, también ha sido clara en indicar que no todo riesgo genera la protección estatal. Al respecto en la sentencia T-750/11, se plasmó:

“[…] cabe reiterar que el derecho a la seguridad personal es susceptible de protección a través de la acción de tutela cuando el riesgo al que se enfrenta el accionante es calificado. En otras palabras, no todo riesgo al que se somete una persona genera una vulneración a la seguridad personal y, por ende, no todo riesgo legitima al afectado para solicitar del Estado medidas especiales de protección. En una escala en la cual el riesgo que encara un ciudadano puede ser clasificado como mínimo, ordinario, extraordinario, extremo o consumado, son susceptibles de garantía especial por parte del Estado quienes afronten peligros frente a su vida y su integridad excepcionales o extremos”.

En el caso particular salta a la vista que por parte de la UNP se revaluó el respectivo nivel de peligro del señor MOSQUERA como ordinario, lo cual no obedeció, como así lo indica el actor, a que haya solicitado por “voluntad propia” que se culminara con el esquema de seguridad, sino a su temporalidad, y ante esa realidad observada por la UNP no se hacía necesario mantener la seguridad brindada, lo cual obedeció, se repite, al estudio técnico que para ello se debió desarrollar por los funcionarios adscritos a la UNP, encargados de tal labor, misma en la que no puede pretenderse que incursione el juez constitucional, como así se dijo en la Sentencia T-092/12, debido a que el legislador le otorgó tal facultad precisamente a la Dirección de Protección. Mírese lo que al respecto sostiene la jurisprudencia constitucional:
“[…] cuestionar la efectividad del estudio de seguridad, para que sea el juez de tutela el que lo realice o lo evalúe, carece de sentido en cuanto a la naturaleza misma del requisito. El cual como se dijo pretende ser objetivo, justamente para conjurar de manera efectiva el riesgo de los ciudadanos pertenecientes o no a población vulnerable. Lo anterior resulta lógico, pues el estudio de nivel de riesgo sólo puede tener un resultado confiable cuando se hace por las autoridades encargadas de la seguridad de los ciudadanos. Por ello, el juez de tutela, cuya función no es la seguridad personal de los ciudadanos colombianos, no podría de manera confiable y eficaz determinar quién necesita medidas especiales de protección y quién no”.
Así que, si en criterio de la UNP no existen factores de peligro “extraordinarios” que pongan en riesgo la vida del accionante, entonces los mecanismos ordinarios que prevé el ordenamiento legal se deben tener como idóneos y eficaces. Sea como fuere, por medio de la jurisdicción contenciosa administrativa el interesado podrá hacer uso de la medida preventiva de suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin consiste en solventar las posibles demoras presentadas como consecuencia del trámite normal del proceso. El artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente:
“La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.

Así mismo, tampoco aprecia la Corporación la existencia de un perjuicio irremediable con la decisión proferida por la UNP, que -se repite- estuvo acorde con el estudio técnico realizado. Y queda pendiente la posibilidad de una revaluación del caso de llegarse a generar situaciones sobrevinientes que pongan en serio peligro su vida o su integridad física dada su condición de líder social y defensor de los derechos humanos.

Por lo anterior y como quiera que no se avizora quebrantamiento de los derechos fundamentales reclamados por el censor, se confirmará la providencia adoptada por parte del juzgado de origen.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 85.


� Sentencia T-078 de 2013.


� Sentencia T-339 de 2010.


� Ver folio 178.
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